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PREGUNTAS que parecen muy duras, son a veces menos duras que las respuestas que convocan. Aquí algunas de ellas: ¿Pueden los Estados que la habían erradicado hace 150 años, reintroducir libremente formas disfrazadas de esclavitud o servidumbre? ¿pueden establecer libremente formas de acceso estratificado a prestaciones sociales que resultan indispensables para la vida digna de las personas?  ¿pueden organizar libremente sus sistemas tributarios, de modo que los pobres sustenten la mayor parte de las contribuciones, y las personas y empresas con mayores ingresos gocen de privilegios y exoneraciones? ¿pueden subordinar o aplazar indefinidamente la atención de sus políticas sociales, en beneficio de la cancelación de sus acreencias internacionales o sus gastos de defensa? ¿pueden consentir que la mitad o más de su población sobreviva, es un decir, debajo de la línea de pobreza?

De poder pueden, pero no deben. Y no deben, porque los derechos civiles, económicos, sociales y culturales que estas acciones lesionan son parte indisoluble de los derechos humanos, y así constan en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en los Pactos Internacionales sobre Derechos Civiles y Políticos y Económicos, Sociales, y Culturales de las Naciones Unidas, en la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre, en la Convención Americana de Derechos Humanos y en su Protocolo Facultativo en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, también llamado Protocolo de San Salvador.

No deben, además, porque estos derechos forman parte de los valores fundamentales de la Democracia, entendida como el conjunto de prácticas socio-políticas nacidas de la participación y libre autodeterminación de los ciudadanos y ciudadanas, y de los pueblos. Y como es evidente, y la historia parece confirmarlo, los ciudadanos y las ciudadanas, lo mismo que los pueblos, no buscan al ejercer su libre autodeterminación vivir indignamente, sino todo lo contrario.

No deben, pero es esto lo que han venido haciendo, con prisa y sin pausa, la mayor parte de los Estados de América Latina al adoptar, en el tránsito de los últimos veinte o veinticinco años, en forma casi religiosa, como si fuera su única opción de desarrollo, el credo exacerbado del libre mercado y la reforma neoliberal. Credo introducido en nuestras economías, gracias al empeño y la presión de las instituciones financieras internacionales del Consenso de Washington, (el FMI  y el Banco Mundial principalmente), y más recientemente, como efecto de la influencia de las condicionalidades derivadas de los acuerdos bilaterales y multilaterales de comercio. 

El resultado de estas políticas ha sido una creciente falta de respeto y atención a los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) de la inmensa mayoría de la población latinoamericana y de el Caribe, demostradas por la creciente pobreza, el hambre, la falta de servicios básicos y la discriminación que imperan en la región. Aspectos todos que hacen de Latinoamérica, la zona de mayor desigualdad social en el mundo.

La subordinación de las políticas nacionales a los intereses del capital trasnacional como efecto, primero, de la aplicación Programas de Ajuste Estructural (PAEs) y de reformas de mercado, aplicadas según la pauta de las Instituciones Financieras Internacionales (IFIs); así como de los compromisos asumidos en acuerdos bilaterales o multilaterales de integración comercial, después, han conducido al extraordinario privilegio de los equilibrios macroeconómicos y las utilidades de los inversionistas sobre el bienestar de la población.   

Nuestros Estados nacionales han renunciado a su capacidad para determinar sus propias políticas según las obligaciones primarias que asumieron al ratificar los tratados sobre derechos humanos. Han sacrificado las posibilidades del propio país para determinar procesos de desarrollo autónomo. Han cancelado críticamente la dependencia y vulnerabilidad de nuestras economías respecto de los vaivenes del capitalismo internacional. 

Todo ello, en un contexto en el que se ha producido un incremento explosivo de los pasivos externos de nuestros países, como efecto del creciente peso de nuestras acreencias internacionales, y el deterioro de los términos de intercambio en la balanza comercial internacional, produciendo un aumento de los déficits estatales, y el financiamiento de éstos vía el corte de gasto social y mayores niveles de endeudamiento. 

Sin importar cuanto empleo público haya sido destruido, o cuanto gasto social se haya recortado, las cuestas estatales viven en permanente déficit. Más se paga la deuda externa y más se debe. La corrupción, la caída de los ingresos por una baja presión tributaria y los intereses de la deuda externa estrangulan toda posibilidad de desarrollo.

La solución de las elites locales fue intensificar el proceso de desnacionalización de la economía, y acentuar la transferencia patrimonial de lo poco que tuviera el país vía privatizaciones, con la promesa de que todo esto se traducirá, más temprano que tarde, en crecimiento, nuevos y mejores empleos, mayores ingresos para todos y un incremento del bienestar para la población. 

Los desempeños de las economías así liberalizadas han sido muy eficaces a la hora de sostener significativos márgenes de crecimiento y de beneficios para las empresas. Pero, a la vez, han sido extremadamente pobres cuando se ha tratado de generar condiciones para permitir a la inmensa mayoría de la población escapar de la pobreza.

Según los estándares internacionales en materia de derechos humanos, los Estados deben comprometerse a garantizar los derechos y la protección de las familias, las mujeres, los niños y adolescentes. Pero gracias a estas políticas, lo que América Latina vive hoy es una grave extensión del trabajo infantil; un agravamiento de las condiciones de explotación laboral y sexual de la niñez y la adolescencia; un endurecimiento del tratamiento estatal a las infracciones cometidas por menores en situación de abandono, riesgo o peligro moral o material; así como un déficit general de mecanismos de protección integral de los derechos de los niños. 

Varios millones de éstos, (más de un millón y medio en mi país), se han visto forzados a abandonar las escuelas, y trabajar, o simplemente ser abandonados a su suerte, forzados por la destrucción de empleos, o la caída de los niveles de ingreso de sus padres. La falta de oportunidades, hace cada día más difícil para los jóvenes constituir núcleos familiares autónomos, lo cual se traduce en  hacinamiento habitacional, frustración, agresión y altos índices de maltrato infantil y violencia intrafamiliar.  

La legislación internacional de los derechos humanos consagra y garantiza el derecho de los Pueblos Indígenas a la libre determinación de sus condiciones de desarrollo en el ámbito político, económico social y cultural, así como a no ser privados de sus medios de existencia. No obstante, muchos de nuestros Estados carecen hoy de información actualizada y confiable sobre su situación, de modo que sus políticas navegan a ciegas en el cumplimiento de éstos objetivos. Quizás porque, en el fondo, estos objetivos no les parecen tan imprescindibles. 

Como resultado de esto, las poblaciones indígenas residen en las zonas con mayores índices de necesidades básicas insatisfechas. Y, peor aún, gracias a las políticas implementadas con base al ajuste estructural y los acuerdos comerciales, se han impuesto en sus zonas tradicionales de asentamiento, planes de desarrollo inconsultos, o actividades extractivas a cargo de empresas transnacionales, que comprometen las actividades económicas indígenas de subsistencia, con una grave reducción de sus áreas tradicionales de caza y recolección, la contaminación de sus fuentes de agua y pesca, el empobrecimiento sus suelos, y la introducción de enfermedades nuevas y devastadoras para ellos. 

Quechuas, Aymaras, Piros, Huitotos, Amueshas, Aguarunas, Huambisas, Ashaninkas y muchos otros pueblos indígenas constituyen la población originaria del Perú. Pero, como en tantas otras partes de América, gracias a las políticas antes referidas, se ha acentuado el despojo de porciones importantes de su territorio, amenazando su vida, identidad e integridad cultural, e imponiendo un uso irracional y devastador del hábitat que les es propio. La población afroperuana, por su parte, sobrevive ubicada en los sectores de mayor pobreza, bajo nivel educativo y los empleos más duros, peor considerados y peor remunerados. La población mestiza, indígena y afro descendiente hace las cuatro quintas partes de la población del Perú y casi el 100% de quienes allí viven en la pobreza y pobreza extrema: 54% y 20% del total, respectivamente. O sea, 14 y 5.2 millones de seres humanos, respectivamente.

El derecho a la alimentación es un componente fundamental de los derechos económicos y sociales
, pero en nuestras regiones el campo languidece y sus habitantes se empobrecen cada día más. Se concentra la propiedad de las tierras gracias a políticas agrarias de liberalización del mercado, en un contexto en el que un vasto número de familias rurales carecen de acceso a la tierra y medios de vida. Se promueven procesos de sustitución de cultivos para la exportación, que desplazan cultivos tradicionalmente destinados a la demanda interna. Se abren los mercados locales al mercado internacional de alimentos, a la vez que se aplican políticas estatales perjudiciales a la producción agrícola local y la seguridad alimentaria nacional.

Todo esto genera una disminución de las expectativas por un nivel de vida adecuado, y se traduce en elevados niveles de desnutrición, vinculados a pobreza y a deficientes hábitos alimentarios, así como una reducción del consumo de calorías por debajo de los mínimos requeridos. Aunque mal alimentados los niños, igual tienen que estudiar. 

Nuestros países han ratificado y jurado honrar las normas internacionales de derechos humanos que consagran el derecho a la educación y los derechos culturales. Normas según las cuales el objetivo de la educación no debe ser otro que el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento de los derechos humanos y las libertades fundamentales
 de todas las personas. No obstante, el repliegue del Estado de su condición de garante efectivo de este derecho ha significado, para nuestros niños y jóvenes que asisten a la escuela pública, es decir la mayoría, una desigual distribución de los recursos educativos; un deterioro de la calidad educativa; tiempos de aprendizaje efectivo limitados y deficientes rendimientos escolares. Los recortes de gasto público han conducido a un estancamiento, cuando no deterioro, de los niveles remunerativos del personal educativo; un aumento significativo de la contratación de docentes precaria o temporal; una limitada atención a la diversidad cultural y lingüística, y la aplicación de modelos educativos discriminadores de las mujeres, los pueblos indígenas, las comunidades afroperuanas y otras minorías. 

Las normas internacionales de derechos humanos consagran el derecho de todas las personas al trabajo y a condiciones de empleo justas y equitativas. Sin embargo, pese a que las políticas de liberalización del comercio y los mercados prometieron un incremento y mejora de las oportunidades laborales, tras un traumático pero breve ajuste en la transición del viejo al nuevo modelo de desarrollo, (y ya van veinte años), elevados y persistentes índices de desempleo y altísimos niveles de sub-empleo, especialmente por bajos ingresos. Para sobrevivir al ajuste, empresas, productores locales y trabajadores se ven forzados a migrar a la economía desregulada. Y así, asistimos a una creciente informalización de la economía:  Según la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 85 de cada 100 nuevos puestos de trabajo que se generan en el Perú, subsisten fuera de todo tipo de regulación laboral o prestación social. 

Las políticas de empleo, impulsadas desde el Estado y financiadas por agencias multilaterales como un paliativo al ajuste, han estado enfocadas en programas de formación, información y asesoría dirigidas a la autogeneración de empleo o la contratación de trabajadores temporales. Sus efectos han sido, no obstante, irrelevantes si se evalúa su impacto en la situación general. Quizás porque se olvidaron de lo más importante: Las políticas de contención salarial han sacrificado los niveles de demanda agregada, y reducido el tamaño de nuestros mercados internos. Alentaron la constitución de modernas plataformas productivas de exportación, pero no cambiaron sustancialmente el carácter primario extractivo de las mismas. Y la actividades de exportación de minería, pesca o petróleo, sin mayor valor agregado, son incapaces de generar las condiciones que se requieren para resolver los problemas de empleo e ingresos de la mayoría de la población. Y sin empleo e ingresos solo hay pobreza. Y a los pobres, infortunadamente, se les trata como a siervos: tienen todos los deberes y casi ningún derecho.

Para promover las inversiones se llevo a cabo una reforma de la legislación del trabajo, guiada por el criterio de que la protección de los derechos de los trabajadores constituye un obstáculo para el crecimiento económico, la mejora de la competitividad empresarial, la inversión privada y la generación de empleo. Tras muchos años de más de lo mismo, el resultado no ha sido otro que una generalizada precarización de las condiciones de empleo, la desregulación y flexibilización extrema de las condiciones legales de contratación y despido de trabajadores, así como una intensa descentralización y terciarización de las actividades productivas. No solo se han degradado los niveles de protección estatal a los derechos de las y los trabajadores, sino que esta política ha ido acompañada de una merma en los sistemas de control del fraude a la ley: conservadoramente puede decirse que en Lima, (capital del Perú, 8 millones de habitantes) se concentra más del 50%  de la actividad productiva y comercial del país, pero – gracias a los recortes del gasto público recomendados por las instituciones financieras multilaterales y la prioridad asignada al tema – el presupuesto del Ministerio de Trabajo y “Promoción del Empleo” no representa más del 0,46% del total del Presupuesto nacional y solo hay 110 inspectores para vigilar que se cumplan las disposiciones que garantizan los derechos humanos y las libertades fundamentales de las y los trabajadores.

Pese a las tímidas reformas legales producidas durante la actual administración democrática del Presidente Alejandro Toledo, la legislación laboral impuesta bajo los criterios antes descritos por el hoy prófugo ex Presidente Fujimori sigue esencialmente en pié, y continúa siendo objeto de fundadas observaciones por parte de los órganos de control regular y especial de Naciones Unidas, así como del sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 

Esa legislación, (cuyos inspiradores teóricos y prácticos, solapada o abiertamente siguen influyendo en la actual administración), lo mismo que la inseguridad total que se cierne sobre los puestos de trabajo, han conducido a una aguda restricción de la acción colectiva de los trabajadores. Asimismo, a un severo decrecimiento de los índices de sindicalización y a una sustancial reducción del ámbito de la negociación colectiva. El número total de trabajadores sindicalizados decayó en 6 veces entre 1990 y la actualidad
; y los contratos colectivos de trabajo en una proporción ligeramente menor. 

Todo esto se ha traducido en un deterioro del nivel de ingreso de los trabajadores, la mantención de las inequidades salariales y el empeoramiento de los niveles de discriminación de la mujer en el trabajo.

Los fondos de pensiones de los trabajadores constituyen una perita en dulce, como se dice en el Perú, tanto para los inversionistas privados, como para el Estado: los proveen de ahorros forzosos a largo plazo que, convenientemente aplicados, brindan pingues ganancias y/o permiten – a través de su inversión en bonos del tesoro - paliar las angustias provocadas por los déficits fiscales. Del derecho humano a la seguridad social, casi nadie se acuerda al hablar de la reforma de los sistemas públicos de pensiones. Los cambios introducidos para privatizarlos en 11 de los 35 países de América, empezando por Chile, quebraron el principio de solidaridad intergeneracional e interna entre sectores de trabajadores de diferentes niveles de ingresos, y desaparecieron – o pretenden desaparecer - el principio de nivelación pensionaria, según el cual las pensiones de jubilación deben propender a la conservación de los niveles de ingresos (y calidad de vida) afectados cuando el o la trabajadora cesan sus labores. La instauración de sistemas privados de administración de fondos de pensiones y de salud, no solo ha significado una significativa elevación de las edades de jubilación y el establecimiento de regímenes contributivos basados en aporte exclusivo del trabajador y capitalización individualizada, sino que ha acarreado la transformación del derecho a la seguridad social en un bien sujeto a los vaivenes del mercado. El resultado no es otro que un acceso discriminatorio y estratificado a prestaciones sociales básicas que se obtienen de acuerdo a la capacidad contributiva de cada persona.

La exclusión social expulsa gente de sus lugares de origen. Del campo a la ciudad; de los empleos formales a la informalidad; de la miseria y el hambre al extranjero. Son hoy más de 175 millones de personas en todo el mundo, cerca de 30 millones en América y 2,5 en el Perú. Y los expulsa, usualmente, hacia otras formas de exclusión. Migración y ausencia de derechos pueden llegar a hacer de la vida de las personas algo tremendamente inhumano y desagradable.

Volvamos al principio. 

¿Pueden los Estados ignorar, sin consecuencias, las obligaciones libremente contraídas que emanan de los derechos humanos fundamentales, con el pretexto de introducirnos en procesos de liberalización del comercio, las finanzas y las inversiones que, algún día, darán a cada quien, según su capacidad y no necesariamente según sus necesidades, como decía el viejo Marx, una pequeña o gran porción de felicidad? La respuesta es otra vez pueden, pero no deben.

Según la normativa internacional en vigor, los derechos humanos económicos, sociales y culturales establecen los límites mínimos que deben cubrir los Estados en materia económica y social para garantizar el funcionamiento de sociedades justas y para legitimar sus propias existencias. La paradoja de esta historia es, sin embargo, que todo el deterioro de los aspectos sociales, que deberían cubrir una parte significativa de la acción de los Estados de nuestra región para procurar esas sociedades justas y legitimar su propia existencia, se ha producido en un contexto internacional de intensa promoción de instrumentos dirigidos a salvaguardar los derechos de la persona en general, y de los trabajadores en particular. 

Recordemos: En adición a lo que ya se había alcanzado mediante la positivación de estas dimensiones en los importantes tratados de derechos humanos acotados al inicio de esta presentación, la década pasada nos regaló varias Cumbres Mundiales dedicadas a estos aspectos (derechos humanos, desarrollo social, habitat, medio ambiente, derecho a la alimentación, derechos de la Mujer, erradicación de todas las formas de discriminación, etc.). Nos regaló primero, Tribunales Penales Internacionales, y más tarde una Corte Penal Internacional (CPI) para juzgar y sancionar la ocurrencia de crímenes graves contra los derechos humanos. Nos deparó, también, una Declaración Internacional sobre los Derechos Fundamentales de los Trabajadores (OIT); la entrada en vigor de la Convención Internacional para la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrantes y sus Familias; y amplio el repertorio de normas laborales presentes en los acuerdos de integración suscritos por los Estados Americanos.

Quisiera referirme a este último aspecto con más detalle. Es evidente que la mayor parte de los procesos de integración en América – salvo el caso de la OEA – han partido de una motivación esencialmente económica o comercial. Los tratados adoptados han sido pensados y firmados para promover o facilitar la libre circulación de capitales, bienes y servicios. Por ello, quizás, los temas laborales han sido incluidos con un perfil bajo, a veces excesivamente declarativo y genérico. 

Más allá de lo antes referido, es menester indicar que prácticamente todos los acuerdos de integración suscritos y en vigor en América, unos primero y otros después, han integrado normas referidas a los derechos laborales. Esto ha ocurrido con las normas de la Organización de Estados Americanos (OEA); del Sistema de Integración Centroamericana (SICA); la Comunidad Andina de Naciones (CAN); la Comunidad y Mercado Común del Caribe (CARICOM); el Mercado Común del Sur (MERCOSUR); el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC); el Tratado de Libre Comercio del G-3 (Colombia, México y Venezuela); y el Tratado de Libre Comercio Canadá-Chile.

En cuanto refiere a la protección de los derechos fundamentales en el trabajo, estos acuerdos contienen referencias expresas a la libertad de asociación y la libertad sindical, al derecho de negociación colectiva, a la eliminación del trabajo forzoso, a la eliminación del trabajo infantil, a la eliminación de la discriminación y la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor. 

En materia de condiciones de trabajo, hacen referencia al derecho al trabajo, a la jornada de trabajo, al descanso, remuneración justa o adecuada, a la estabilidad en el empleo, al derecho a la promoción y el ascenso, a la protección de las mujeres que trabajan, a los derechos de las personas con discapacidad, a las vacaciones, feriados, seguridad e higiene ocupacional. Han previsto también mecanismos de solución de controversias. 

En materia de empleo abordan los temas de la promoción del empleo, la movilidad de la mano de obra o trabajadores migrantes, la formación profesional y la orientación vocacional. 

En materia de seguridad social, se ocupan de los temas de la seguridad social en general, del otorgamiento de subsidios por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, indemnización por lesiones o enfermedades laborales, atención médica, prestaciones funerarias, protección contra el desempleo, protección contra la vejez y pensiones de sobrevivientes.

Los desarrollos en términos de cantidad y calidad de la protección otorgada al factor humano son, sin embargo, variables. En algunos de estos acuerdos se han omitido referencias a derechos fundamentales como la libertad sindical, la negociación colectiva, la huelga, la proscripción del trabajo forzoso y la erradicación del trabajo infantil. El tratado del Mercado Común Centroamericano solo integra el deber de no discriminación; los de la Comunidad Andina y el Tratado de Libre Comercio entre Colombia, Venezuela y México, no recogen ningún derecho fundamental y el del Area de Libre Comercio para las Américas (ALCA) solo se ocupa de la no discriminación y la igualdad de remuneraciones. 

Tanto estos aspectos, como otros que atañen a las condiciones de trabajo, sin embargo, si están incluidos en otras experiencias de integración, tales como la OEA, el CARICOM, el MERCOSUR, el TLC y el Tratado de Libre Comercio Canadá-Chile.

En cuanto a los derechos fundamentales, destacan estos dos últimos, ya que han integrado en sus instrumentos constitutivos la totalidad de los derechos fundamentales en materia de trabajo consagrados en la Declaración sobre a materia adoptada por la Organización Internacional del Trabajo en 1998. Asimismo, además de hacer referencia a los derechos fundamentales en el trabajo, tanto el TLC de América del Norte, como el tratado celebrado entre Canadá y Chile, integran disposiciones referidas a la protección de condiciones de empleo como la jornada, la remuneración mínima, y aspectos relacionados con la higiene y seguridad ocupacional, así como a la promoción del empleo y los trabajadores migrantes. Dedican menos atención, sin embargo, a los aspectos relacionados con la seguridad social.

Este señalamiento es importante en tanto el TLC de Norte América se viene convirtiendo en el espejo en el que se mira el contenido y normas de protección laboral contenidos en los demás tratados de integración, como ha ocurrido – en términos más o menos generales – con el TLC suscrito entre Canadá y Chile.

Las garantías para el cumplimiento de estas prescripciones tan importantes son, lamentablemente, menos consistentes de lo que se hubiera podido esperar de ellas. Y esto, por dos razones esenciales. La primera, es que parten por otorgar acríticamente un supuesto de conformidad a las legislaciones y prácticas nacionales de los Estados que hacen parte de los acuerdos de integración, sin evaluar si ellas se ajustan o no a los estándares internacionales – definidos en términos de normas y jurisprudencia . vigentes en cada materia. La segunda, es que los mecanismos de control previstos para el respeto de tales contenidos son bastante débiles, y absolutamente inocuos si se los compara con los que han sido previstos para garantizar los “derechos” de los inversionistas, por ejemplo en materia de trato nacional y no discriminación.

En efecto, entre los objetivos del Acuerdo de Cooperación Laboral del TLC de Norte América, se incluye promover la observancia y la aplicación efectiva de la legislación laboral de cada una de las partes. No necesariamente su adecuación a los estándares internacionalmente reconocidos para asegurar los derechos fundamentales en el trabajo. 

Se promueve la transparencia en la administración de la legislación laboral, pero cada país conserva el derecho de tramitar y resolver sus propios conflictos laborales en su propia jurisdicción, no pudiendo ser objeto de revisión ni reabiertos fuera del país las decisiones que se produzcan al respecto. Ello, sin perjuicio de estar obligados a asegurar que en el terreno administrativo y judicial se respeten las garantías del debido proceso legal. 

Los mecanismos de solución de controversias prevén, como máxima sanción, una multa para el país que incumple con su deber de hacer efectiva su propia legislación laboral, o una suspensión de sus derechos en el tratado por un importe igual a la multa. Suspensión que concluye si el país infractor acredita haber cumplido con las normas violadas o paga la multa. Esto no significa otra cosa que derechos fundamentales que se tarifan a valor de una multa, y pueden ser ignorados si se esta dispuesto a pagar tal precio. 

Como quiera que, tanto el TLC entre Canadá y Chile, como su posterior Acuerdo de Cooperación Laboral, han se guían por los mismos criterios, los resultados no pueden ser muy diferentes.

Es hora de decir ¡basta ya!

Frente a ello, algo hay que hacer. La globalización tiene que ser gobernada para que ella no nos gobierne a nosotros. Por ello, es evidente que la creciente integración en la que estamos embarcados debe dejar de circunscribirse a la esfera comercial y económica, para abarcar la temática social en lo que respecta a la adecuación de las nuevas realidades configuradas por esa misma integración a los marcos reguladores relacionados con la salvaguarda y promoción de los derechos fundamentales que hacen a todas las dimensiones de la persona humana
. 

El libre comercio, alejado de su naturaleza instrumental como medio para el desarrollo equitativo y sustentable, deviene inequívocamente en una inaceptable concentración de la riqueza intra e internacional, así como en exclusión social y económica que degrada las condiciones de disfrute de los derechos y libertades fundamentales para una amplia mayoría de la población de América.  

La exclusión social, derivada de procesos de liberalización económica e integración regional privados de dimensión social, no solamente socava toda posibilidad para el ejercicio de verdaderas ciudadanías substantivas, y de participación democrática en la región, sino que favorece una franca trasgresión de la ley internacional.  

La democracia esta estrechamente vinculada a los derechos humanos y, como ha sido dicho, los Estados y autoridades solo se justifican, en último término, en función del respeto, promoción y garantía a esos derechos fundamentales que puedan proveer. La democratización de los debates y toma de decisiones económicas constituye una precondición indispensable para el diseño de reglas justas y sustentables sobre comercio, inversión, medio ambiente y trabajo.  

Para los trabajadores, sus organizaciones y los defensores de derechos humanos de América Latina y el Caribe, resultan en este terreno muy útiles, aún con las limitaciones arraigadas en nuestros sistemas judiciales y débiles Estados de Derecho, los mecanismos de protección de los derechos humanos previstos en la jurisdicción constitucional nacional, y en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos. Terreno en el cual, hemos obtenido progresivas y sustanciales victorias en el afán de hacer prevalecer el imperio de los derechos humanos sobre el interés de la ganancia mercantil a cualquier precio.

Por todo ello, y sin perjuicio del valor que ciertamente se asigna a la inclusión de una dimensión normativa en materia laboral y social en los acuerdos de integración y comercio, nuestra propuesta para asegurar la primacía de los derechos humanos en esta materia tiene que ver con el logro de mayores niveles de transparencia en los procesos de negociación y conclusión de tales acuerdos, así como en el escrutinio público de su aplicación.  

Pasa por el fortalecimiento del rol de la sociedad civil, tanto a nivel regional como nacional, de cara a asegurar su participación democrática en la determinación de los aspectos esenciales que atañen al Desarrollo y la realización de los derechos y las libertades fundamentales de la persona. 

Y pasa, también, por el fortalecimiento de los órganos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, en su condición de garante de la subordinación de los acuerdos de integración al deber estatal de respeto, protección y realización que nace de las normas del derecho internacional de los derechos humanos.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales.
 Ello implica que los trabajadores, sus organizaciones y quienes están comprometidos con la defensa de los derechos humanos en la región, deben encarar el desafío de documentar casos que fortalezcan los espacios ya abiertos en la defensa de los derechos económicos, sociales y culturales. Por su parte, los órganos del sistema tienen el deber de procurar respuestas razonables, ágiles y efectivas a tales desafíos.

Para que los Estados hagan lo que deben, y no solo lo que pueden, debemos hacer de la integración económica un compromiso de Estados y sociedades civiles para mejorar la calidad de vida de la población y reducir las desigualdades entre naciones, dentro de los países, entre hombres y mujeres, así como respecto de otros sectores histórica o estructuralmente vulnerables. 

Necesitamos impulsar propuestas como la Carta Social de las Américas, planteada por la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (PIDHDD), que subrayan la noción de la primacía de los derechos humanos como un compromiso fundamental de los Estados, definido en la Carta de las Naciones Unidas para asegurar el respeto de la dignidad y del valor de la persona humana, así como la igualdad de las personas y de las naciones.  
Debemos también, en términos más específicos, y en cuanto refiere a la problemática de exclusión social hoy íntimamente vinculada a la migración laboral, apelar a las siguientes propuestas con el animo de suscitar una reflexión en torno a ellas:

a) A los Estados receptores de la migración:

· Contribuir al desarrollo y fortalecimiento de los mecanismos internacionales y regionales de protección de los derechos humanos de los migrantes; 

· Orientar las políticas públicas en materia migratoria como una cuestión que involucre a toda la sociedad, y que, por ende, genere compromisos sustentables capaces de traducirse en programas, proyectos y actividades a implementar por todos los niveles de gobierno (nacional, regional y comunal), en asociación con las diversas expresiones de la sociedad civil que se encuentran interesadas y comprometidas con la corrección de las causas, y la superación de las vulnerabilidades que hoy afectan la situación de los migrantes y sus familias, así como perturban su plena y constructiva integración en la sociedad y el Desarrollo nacional;

· Organizar espacios de diálogo social, con participación de las autoridades encargadas de la formulación y ejecución de las políticas públicas, investigadores, representantes de los empleadores y trabajadores, asociaciones representativas de los migrantes y otras entidades de la sociedad civil, con el objeto de analizar y promover acciones y programas dirigidos a eliminar la discriminación y garantizar la equidad en el trato hacia las personas migrantes;

· Canalizar los programas de promoción y protección de los derechos de los migrantes y sus familias en el marco de una lógica que fortalezca las redes de protección social ya existentes, amplificando así la capacidad de la sociedad para prevenir y responder a las situaciones de riesgo emergentes en este campo;

· Desarrollar políticas públicas, planes de acción y programas de prevención que permitan enfrentar, de manera adecuada y oportuna, las violaciones a los derechos humanos de los migrantes;

· Cuidar que las modificaciones legislativas que se emprendan para reformar el régimen jurídico de los extranjeros estén tamizadas por una concepción integral y unitaria de los derechos y deberes fundamentales, equiparando el trato dispensado a nacionales y extranjeros;

· Crear y/o fortalecer los servicios de atención de emergencia
 para satisfacer las necesidades de las personas migrantes en situación vulnerable, en particular mujeres, niños y niñas y personas de la tercera edad, incluyendo atención especializada a las migrantes embarazadas y en período de lactancia, de manera que se les ofrezca la nutrición y atención médica especializada que requiere su estado;

· Movilizar a la sociedad contra el racismo y la xenofobia penalizando la actuación de quienes ejecuten, justifiquen o toleren comportamientos o actitudes de esta naturaleza; 

· Evaluar la ejecución de las políticas públicas con el objeto de prevenir que tengan un impacto discriminatorio en contra de las personas migrantes; 

· Desarrollar campañas de información y sensibilización en torno a los prejuicios y estereotipos que afectan y estigmatizan indebidamente a los inmigrantes; 

· Sensibilizar a los medios de comunicación respecto al tratamiento no discriminatorio que debe primar en la información relativa a las comunidades de inmigrantes;

· Propiciar el respeto y la tolerancia como algo exigible a todos los ciudadanos, con independencia de su nacionalidad, raza, estatus social, etc.;

· Desarrollar acciones de sensibilización que provoquen el reconocimiento y respeto de las culturas y tradiciones diferentes a la propia;

· Promover y apoyar, en coordinación con entidades no gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil y agencias de cooperación, programas dirigidos a la atención y asistencia de las personas migrantes que son víctimas de violaciones a sus derechos humanos o que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad; en particular, pero no exclusivamente, proyectos de atención y protección de las víctimas del delito de tráfico ilícito y trata de personas;

· Desarrollar programas y mecanismos de respuesta rápida para encarar los casos de vulnerabilidad más visibles y/o abordar fenómenos de desplazamiento extraordinario generado por motivos políticos o la ocurrencia de desastres naturales. En particular, desarrollar planes de atención georeferenciados en los principales lugares de asentamiento de la migración, que permitan a las autoridades intervenir, oportuna y eficazmente, frente a situaciones de vulnerabilidad crítica, tanto potencial como real, que representen un obstáculo al ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las y los migrantes;

· Ratificar las normas internacionales dirigidas a proteger y promover los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias, adecuando las normas, políticas y prácticas implementadas en su jurisdicción de modo que resulten compatibles con tales normas; en particular, pero no exclusivamente, los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) Nº 97, relativo a los trabajadores migrantes; 118º, relativo a la igualdad de trato de nacionales y extranjeros en materia de seguridad social; 143º, sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes; 157º, sobre el establecimiento de un sistema internacional para la conservación de los derechos en materia de seguridad social; la Convención Internacional para la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migrantes y sus Familias; 

· Capacitar a los funcionarios (as) públicos (as) sobre el marco jurídico aplicable a las personas migrantes, los programas y planes que garantizan y protegen sus derechos, sensibilizándolos acerca de la especial vulnerabilidad que los afecta y, en particular, sobre el alcance y significado de las obligaciones del Estado en materia de no discriminación, racismo y xenofobia, en particular contra las personas migrantes;

· Implementar programas específicos dirigidos a la regularización de la condición migratoria de las y los inmigrantes que pudieran encontrarse en condición de indocumentación;

· Promover programas de desarrollo en los países de origen, con participación de los gobiernos de ambos países, las organizaciones de la comunidad migrante, otras organizaciones de la sociedad civil y agencias de cooperación internacional; 

· Considerar criterios cualitativos y significativos, como el arraigo social del inmigrante, en procesos como el de exención de visado; 

· Articular políticas sociales y laborales que dignifiquen las condiciones de empleo de los sectores ocupados típicamente por mano de obra inmigrante (construcción, sector agrario, servicio doméstico, etc.);

· Potenciar medidas formativas que posibiliten la cualificación y diversificación de la mano de obra inmigrante para propiciar su equiparación con el resto de los trabajadores nacionales;

· Incluir la temática de la migración autorizada de trabajadores y la protección de sus derechos laborales individuales y colectivos en las negociaciones dirigidas a la liberalización del comercio;

· Producir y promover investigaciones académicas, así como formular un sistema de indicadores, que permitan un monitoreo permanente de las causas de la migración, el proceso migratorio y las condiciones de vulnerabilidad de las y los trabajadores migrantes, diseñando y canalizando oportunamente las iniciativas de corte normativo y/o institucional que resulten necesarias en orden a asegurar la efectiva protección de los derechos humanos de estas personas, en general, y sus derechos laborales en particular;

· Implementar políticas y acciones que garanticen la aplicación del debido proceso durante toda tramitación y/o gestión administrativa relacionada con la condición migratoria de las personas que arriban a un país diferente al suyo; en particular, asegurando que dichos procedimientos cuenten con adjudicador responsable e imparcial, el derecho a ser oído, representación legal, revisión judicial, acceso a las autoridades consulares y, si fuera el caso, condiciones detención apropiadas;

· Reconocer en la práctica el derecho fundamental de todas las personas a vivir en familia, simplificando los requisitos y procedimientos exigidos, así como limitando, en cuanto sea posible, los márgenes de discrecionalidad que pudieran hacer nugatorio este derecho. En tales circunstancias ha de tenerse en cuenta que siempre debería primar el derecho de la persona a vivir con su familia antes que el derecho del Estado a imponerle una penalidad derivada del control de la migración irregular;

· Desarrollar políticas y programas orientados a garantizar los derechos económicos, sociales y culturales de todos los migrantes, sin discriminación;

· Establecer, en reemplazo de la Residencia Sujeta a Contrato un Permiso de Residencia de Trabajo que permita a sus titulares trabajar en el país, con independencia de las veces que cambien de ocupación;

· Reconocer los derechos de reunión, manifestación, sindicación, huelga y asociación de una forma plena para todos los migrantes, documentados o no, con los límites y garantías previstos para el ejercicio de estos derechos por los ciudadanos del país de destino;

· Extender los servicios y programas específicos para la mujer inmigrante, apoyándose en agentes y mediadores interculturales formados para tal fin;

· Generar y promover espacios de encuentro intercultural que promuevan la integración de los migrantes;

· Promover políticas y acciones que garanticen el derecho a la educación y a la salud e todos los niños y las niñas migrantes, con independencia de su condición migratoria o la de sus padres;

· Formar a los profesionales sanitarios de los centros de salud, relacionados con una presencia significativa de población migrante, en aspectos vinculados a la mediación intercultural;

· Introducir cambios en la currícula del sistema educativo con el objeto de resaltar la riqueza de la diversidad de la población radicada en el país, sea ésta nacional o extranjera, y su contribución al desarrollo nacional, el arte, la ciencia y la cultura;

· Capacitar a los funcionarios públicos de las instituciones gubernamentales sobre las condiciones especiales de discriminación y violencia contra la mujer migrante, para que sean atendidas de acuerdo con sus necesidades y condición específica;

· Desarrollar políticas y programas dirigidos a proteger las necesidades especiales de las migrantes, que además sean cabeza de familia, atendiendo a sus necesidades particulares;

· Poner en marcha campañas de opinión pública para mejorar la percepción y la actitud hacia los migrantes, en coordinación con las organizaciones representativas de éstos y las diversas expresiones de la sociedad civil;

· Incorporar al sector empresarial en iniciativas destinadas a procurar desarrollo económico con respeto de los derechos laborales de los migrantes, independientemente de su condición migratoria;

· Asegurar el derecho de los trabajadores migrantes a recurrir contra cualquier decisión que ponga fin arbitrariamente a sus empleos o los prive de su condición de residentes. Los trabajadores afectados deberían ser reincorporados en sus empleos o concedérseles el tiempo necesario para conseguir otro empleo, así como el pago de una indemnización por la pérdida salarial sufrida, si fuere el caso.

b) A las organizaciones de la sociedad civil interesadas en la promoción y protección de los derechos de los migrantes:

· Promover la ratificación de las normas del sistema universal y regional de protección de los derechos humanos, así como de los convenios de la OIT vinculados a la defensa de los derechos de los derechos de todos los trabajadores migrarorios y sus familias;

· Contribuir a la erradicación de estereotipos que conducen, con frecuencia y en base a criterios equivocados o falsos, a la estigmatización de las y los trabajadores migrantes; 

· Establecer un espacio en sus estructuras orgánicas y delimitar responsabilidades específicas encargadas del abordaje y seguimiento de los temas migratorios, la defensa de los intereses de las personas que migran,  el combate a la discriminación, el tráfico y trata de personas, la xenofobia y el racismo, así como la evolución de las políticas migratorias; 

· Desarrollar programas de formación que permitan la generación de una masa crítica de representantes calificados en las organizaciones de la sociedad civil trabajando de una manera sistemática y coordinada los temas relacionados con la migración;

· Implementar periódica y regularmente campañas para afiliar a las y los migrantes en las organizaciones sociales de ámbito sectorial o nacional, favoreciendo su participación y otorgándoles la representación correspondiente; 

· Establecer mecanismos de comunicación, intercambio de información, consultas periódicas, cooperación y asistencia permanente entre las organizaciones sociales de ámbito sectorial y nacional, tanto en el país de destino como de origen de la migración;

· Proveer en los lugares de origen de la migración, en colaboración con las autoridades, organizaciones representativas de los migrantes y/o sus familiares, organismos no gubernamentales y agencias de cooperación, servicios de asesoría para el uso adecuado y productivo de las remesas en favor de proyectos de desarrollo comunal y/o local;

· Sistematizar y poner al alcance de las personas que viajen a los países desarrollados con fines laborales, información sistematizada sobre los principales aspectos normativos e institucionales vinculados a las condiciones de acceso y estadía regular en este país; los derechos que asisten a las personas migrantes en materia política, civil, económica, social y cultural; las principales características de su sistema educativo y mercado de trabajo, así como un directorio de las principales organizaciones y entidades relacionadas con el ejercicio, defensa y promoción de los derechos de las y los migrantes; 

· Introducir cláusulas de protección de los derechos de los trabajadores migrantes en las negociaciones colectivas de ámbito nacional y/o transnacional que se celebren, sobre la base del respeto de las normas nacionales e internacionales que reconocen y garantizan sus derechos humanos y libertades fundamentales, y en particular los principios de igualdad de trato, de oportunidades y de no discriminación;

· Representar los intereses y derechos de los trabajadores migrantes en todas las instancias de gobierno en las que se diriman cuestiones de política pública vinculada a materia migratoria, incluyendo los desarrollos legislativos que se produzcan al respecto, así como la celebración de acuerdos de integración, comercio y/o cooperación en materia laboral, de previsión, salud, educación, etc.;

· Establecer sistemas integrados de actividades que favorezcan las condiciones de inmigración e inserción de los y las personas que trabajan en un país que no es el suyo, que contemplen, al menos dos o más de los siguientes componentes:

a) Un esquema de indicadores, idóneos y verificables, que sustente una labor de monitoreo local y permanente acerca de la situación de la migración en el país de destino. Puede servir para alimentar diversos Observatorios sobre la situación de los derechos de las y los migrantes (desde una lectura de derechos humanos, laboral o de genero), así como dar pie a la elaboración y difusión de informes periódicos que registre la evolución de los mismos.

b) Un sistema de divulgación, operando en el país de origen y destino de la migración, sobre las características del mercado de trabajo en el país de destino, las de regularización de la condiciones migratoria de las personas que viajan a ese país y las de acceso a prestaciones sociales básicas que propicien una migración segura e informada. Puede incluir la elaboración y difusión de afiches y trípticos de carácter general o sobre tópicos específicos, una guía o manual para migrantes y/o un portal de Internet conteniendo esta información.

c) Un sistema de asistencia técnica que facilite las condiciones de regularización de las y los migrantes, su acceso a los servicios básicos, el rechazo de situaciones de abuso o discriminación o la generación de actividades de carácter productivo. Puede incluir la generación de equipos de asesoría constituidos con participación de migrantes con conocimiento en el área, o la participación de personas o entidades no gubernamentales especializadas en la materia, convenios con universidades o autoridades publicas, o una combinación de todas estas posibilidades.

d) Un sistema de formación que propicie, tanto mejores condiciones de inserción de la fuerza de trabajo extranjera en el mercado laboral del país de destino, como el fortalecimiento de las organizaciones y redes sociales en las que participan las y los migrantes en ese país. Puede incluir actividades de capacitación técnico profesional, para el liderazgo y fortalecimiento organizativo, para la elaboración y monitoreo de planes estratégicos, la generación de ingresos, etc. 

e) Una bolsa de trabajo y mecanismos de certificación de competencias que diversifiquen y amplíen las oportunidades de acceso al mercado laboral de los migrantes en mejores condiciones que las actuales.

f) Un programa de actividades relacionadas con la cultura e información que favorezca la integración de extranjeros y nacionales, tanto en el ámbito local como binacional. Puede incluir la edición y difusión de publicaciones periódicas sobre las actividades y desarrollo de las colonias de migrantes, un portal y una lista de interés en Internet sobre lo mismo, la concertación de artículos y conferencias de prensa periódicas, la implementación de cursos y la celebración de festividades y actos culturales que refuercen los vínculos de identidad de la comunidad migrante y su intersección con la comunidad local así como promuevan el conocimiento de su cultura en el país de destino.

g) Un sistema de apoyo para la ampliación de capacidades y oportunidades de tipo productivo entre la comunidad migrante. Puede incluir, además de las actividades de formación y asesoría ya acotados, programas de crédito, asistencia técnica para la constitución de empresas, el diseño de planes de negocios, un sistema de incubadoras de empresas (estacionamiento temporal de micro y pequeñas empresas en una misma área física, la aplicación de servicios básicos compartidos, la designación y uso de una marca de identificación común y estrategias de promoción y mercadeo articuladas, etc.).

Conjunto de ideas, algunas de ellas a lo mejor demasiado específicas, que confío – sin embargo – puedan servirnos para abordar con los elementos de juicio necesarios, el desafío a la solidaridad que nos impone la enorme tarea de humanizar las condiciones de empleo de la comunidad de personas que se han visto obligadas a migrar para trabajar en un país que no es el suyo, cualquiera que este fuera. 








Lima, Noviembre 2003

� “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, asi como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial, la alimentación, el vestido, la vivienda...”


� Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 26.


� Pasando de alrededor de un 18% a un 3% de la Población Económicamente Activa (PEA) ocupada.


� Declaración Social del MERCOSUR, aprobada en Brasilia el 19 de Noviembre de 1998, Preámbulo, modificado.


� Caso Víllagrán Morales y otros, Sentencia del 19 de noviembre de 1999, párrafo 193.


� Por atención de emergencia se entiende un conjunto de acciones aplicadas, en forma inmediata, para erradicar un peligro inminente o detener un daño al que están expuestas las personas. Se considera persona vulnerable a quien se encuentra en situación de impotencia o desvalimiento para enfrentar por si misma la situación antes descrita.
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